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INTRODUCCIÓN

La Secretaria General de la Alcaldía Mayor a través de la Dirección Jurídica Distrital – Subdirección de Gestión Judicial formula, orienta y coordina la gerencia jurídica del Distrito Capital y define, adopta y ejecuta las políticas en materia de gestión judicial y de prevención del daño antijurídico en el Distrito Capital, según lo disponen, el  literal c) artículo 48 del Acuerdo 257 de 2006 y literal c) del artículo 7 del Decreto 267 del 2007. 

Por consiguiente, administra el Sistema único de información de Procesos Judiciales SIPROJWEB, el Sistema de Información Régimen Legal y del Sistema Iberoamericano de defensa de los intereses del Estado. Las entidades, órganos de control y demás organismos distritales de todos los niveles y sectores incluidas las empresas de servicios públicos domiciliarios, oficiales, mixtas, los órganos de control y entes autónomos son responsables de garantizar la actualización de la información en los sistemas de información jurídica y legal.

El SIPROJ WEB es utilizado por las setenta y dos (72) entidades públicas de Bogotá, como una herramienta de gerencia jurídica pública en el apoyo de la defensa judicial y prevención del daño antijurídico, cuenta con diez (10) módulos  que se manejan inter-operativamente; así: Módulo de Procesos Judiciales, módulo de tutelas, módulo de procesos penales, módulo de conciliación, módulo de procesos concúrsales, módulo de pago o cumplimiento de sentencias,  módulo de contingencia judicial, módulo de jurisprudencia, módulo de informes y módulo de administración.

La normatividad y disposiciones de prevención del daño antijurídico y la defensa judicial para Bogotá, D.C., fueron unificadas y actualizadas  recientemente en la Resolución 300 de octubre 10 de 2008 de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C.

1.   CONCEPTO SOBRE LA GESTION  DE PROCESOS JUDICIALES A LOS SUJETOS DE CONTROL
Doctor
 (es)

CATALINA RAMIREZ VALLEJO

Secretaria de Cultura, Recreación y Deporte

MARIA CLAUDIA PARIAS DURAN

Directora Orquesta Filarmónica de Bogotá

ANA MARIA ALZATE AVENDAÑO

Directora Fundación Gilberto Alzate Avendaño-FGAA

GABRIEL PARDO GARCIA PEÑA

Director Instituto Distrital de Patrimonio Cultura-IDPC

JAVIER ALBERTO AYALA CALDERON

Director Canal Capital

JOSE JAIME TAPIAS PATRON

Director Instituto Distrital Recreación y Deporte-IDRD

ABEL RODRÍGUEZ  CESPEDES 

Secretario de Educación Distrital -SED

CARLOS OSSA ESCOBAR 

Rector Universidad Francisco José de Caldas

ALVARO HERNÁN MORENO DURÁN

Director Instituto para la Investigación Educativa y el Desarrollo Pedagógico-IDEP.    

Ciudad.

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993,  practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial a la gestión de los procesos judiciales de las entidades sujetas de control. La evaluación se realizó conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables.  

Es responsabilidad de la administración de las Entidades, el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de las Entidades, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales. 

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales, detectados por el equipo de auditoría que deberán ser tenidos en cuenta dentro del plan de mejoramiento de la Entidad para la aplicación de los respectivos correctivos, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva prestación del servicio en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con normas de Auditoría Gubernamental compatibles con las de general aceptación, así como las políticas y procedimientos de auditoria establecidos por el Contralor de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de la planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de los sujetos de control y el cumplimiento de las disposiciones legales. 

Concepto sobre Gestión y Resultados 
Con el propósito de conceptuar sobre los resultados de la gestión de las áreas evaluadas, oficinas asesoras jurídicas y Subdirecciones Financieras a fin de evaluar la política de defensa judicial en el sector, examinadas las diferentes actividades y procesos involucrados en la misma dentro de la muestra escogida, se observa que las decisiones de la jurisdicción fueron adversas, evidenciando que la administración desplegó la gestión judicial correspondiente en la mayoría de los casos evaluados a continuación se relacionan las observaciones mas relevantes:
SED-PROCESO JUDICIAL Nº 2004-0087 acción contractual de VILLA HERNÁNDEZ y CIA LTDA VS SED-BOGOTÄ, D.C., la demanda no fue contestada por la entidad y no presentó alegatos  de conclusión. Este proceso se inicia por incumplimiento de las obligaciones contractuales del sujeto de control y se consolidó un detrimento patrimonial en cuantía de treinta y seis millones seiscientos cuatro mil cuatrocientos sesenta y dos pesos con cuarenta y seis centavos M/L $36.604.462.46; discriminado así: por concepto de mora en veinticuatro millones novecientos ochenta y ocho mil setecientos treinta y cinco  pesos con cincuenta y seis centavos M/L $24.988.735.56 y Lucro Cesante en cuantía de once millones seiscientos quince mil setecientos veintiséis pesos con noventa centavos M/L $11.615.726.90. 

IDRD PROCESO JUDICIAL EJECUTIVO No. 256 de 1998, en la actuación procesal no se condeno a la entidad a pagar las costas en las instancias ni el recurso a cargo de la parte demandante pese a lo anterior por falta  de diligencia y cuidado en el actuar procesal,   la entidad se vio avocada a pagar lo no debido en cuantía de once millones doscientos seis mil pesos M/L $11.206.000, consolidándose un detrimento patrimonial.

Consolidación de Hallazgos 
En desarrollo de la presente auditoría, tal como se detalla en el Anexo Nº 1, se establecieron cuatro (4) hallazgos administrativos, dentro de los cuales hay un (1) con alcance disciplinario que será trasladado a la Personería Distrital y  dos (2) con Incidencia Fiscal en cuantía de cuarenta y siete millones ochocientos diez mil cuatrocientos sesenta y dos pesos con cuarenta y seis centavos M/L ($47.810.462.46).

Bogotá, D.C.

MAURO A. APONTE GUERRERO
Director Técnico

Sector Educación, Cultura, Recreación y Deporte
2. RESULTADOS DE LA AUDITORIA EVALUACIÒN PROCESOS JUDICIALES

La naturaleza jurídica de los  sujetos de control agrupados en esta auditoria especial, la dinámica de los procesos, procedimientos y actividades que sus objetos proyectan y determinan, nos muestra una gestión de alta complejidad que como es natural, genera ante la jurisdicción gran concurrencia de las personas naturales o jurídicas impactadas negativamente con las decisiones administrativas vinculantes de los mismas. Ello ha generado a su vez una apreciable cantidad de procesos judiciales para la vigencia de 2007, los cuales son básicamente de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Contractuales y Pensiónales.

 .
El procedimiento para cuantificar las pretensiones se inicia con la presentación de la demanda en la cual el apoderado considera cual es la cuantía y así la formula ante la jurisdicción, al trabarse la litis el Juez del conocimiento a través de las pruebas legalmente aportadas procede a dictar sentencia en la cual fija una cuantía que debe ser liquidada con la formula expresada por el Juez.

Fueron elaborados los papeles de trabajo tanto en materia jurídica como contable en los cuales se consigna un análisis juicioso de la cuantía de las pretensiones y la realización de los actos administrativos con los cuales se cumplió el pago definitivo contenido en las sentencias. Esta información también fue verificada ante el SIPROJWEB.
2.1. SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL-SED

Evaluados los documentos entregados por la SED, tales como presentación, contestación y auto admisorio de la demanda, texto de la sentencia condenatoria, actos administrativos y las ordenes de pago con que se cubrió la erogación económica de la sentencia, actos administrativos con que se citó a los diferentes comités de conciliación, actos administrativos con que se elaboró ficha técnica, actos administrativos con que se tomó la decisión en los comités de conciliación SED, así como de las órdenes de pago contenidas y originados en los procesos judiciales así 

La muestra estuvo conformada por los siguientes procesos judiciales:

· Proceso 2003-06383-01-Amanda García VS Bogotá, D.C., 

· Proceso 04-0118 de 2004- Gloria Nelly León Ruiz VS Bogotá, D.C., 

· Proceso 2003-09474- Clara Alfonso Rodríguez VS  Bogotá, D.C., 

· Proceso 2003-2079-Obras y Proyectos y CIA Ltda., VS  Bogotá, D.C.,

· Proceso 2003-2079- Isabel H. Forero de Palacios VS  Bogotá, D.C., 

· Proceso 2004-00102-Martha Cecilia Vaca de Rodríguez VS  Bogotá, D.C.,
· Proceso 2003-9501- Gloria Mancera Baquero VS Bogotá, D.C., 
· Proceso 2004-0116- Blanca Inés Peña Letrado VS  Bogotá, D.C., SED, funcionarios SED. Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.
La decisión de la jurisdicción en todos los procesos judiciales ordenó a la entidad al pago de las pretensiones de la demanda, por conceptos salariales dejados de percibir a las profesoras de preescolar. Existe un único caso en el que no fue reajustada la prima técnica, donde se ordenó la SED a realizar el pago correspondiente.
Proceso 2004-0087- VILLA HERNÁNDEZ y CIA LTDA. VS  SED- BOGOTÁ, D.C. Este proceso judicial es de naturaleza contractual, en igual forma las pretensiones se fallaron en contra de la SED.

Analizados los textos de los pronunciamientos del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Secciones Segunda, Acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho por salarios dejados de percibir, Sección Tercera acción contractual por incumplimiento del contrato estatal de obra publica Nº 044 de 2.000, no se encontró dentro de los mismos ninguna alusión sobre el hecho  que los funcionarios dependientes del sujeto de control hubiesen incurrido en las presunciones enunciadas por el legislador en los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001
, ni el señalamiento o existencia de elementos que conduzcan a establecer que obraron con dolo o culpa grave. 
2.1.1. Proceso 2004-0087- VILLA HERNÁNDEZ y CIA LTDA. VS  SED- BOGOTÁ, D.C. Aun así, el equipo auditor evidencio del análisis de los documentos aportados que lo siguiente:

El proceso judicial de marras se inició con la demanda impetrada mediante apoderado, por VILLA HERNÁNDEZ y CIA LTDA, a fin de lograr con la acción contractual el pago de las obligaciones derivadas de la ejecución del objeto del contrato de obra pública Nº 044 de 2.000. Las pretensiones del actor fueron reconocidas por la sentencia de primera instancia, declarada ejecutoriada
 y en firme por impugnación de la actora; en efecto el Consejo de Estado
 declaró su firmeza al negar un recurso de apelación que buscaba un reajuste decretado oportunamente por el A-Quo. 

Evaluada la documentación se evidenció la decisión de la entidad de  no iniciar la acción de repetición, por cuanto no se dan los presupuestos de los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001, consideramos que el detrimento patrimonial se origina por el incumplimiento de las obligaciones contractuales de la SED con el contratista, VILLA HERNANDEZ y CIA LTDA derivadas de la ejecución del contrato estatal de obra pública Nº 044 de 2.000., entonces el daño
 se originó por el no pago de las obligaciones de la SED con el contratista mencionado; hecho que fue evidenciado con las sentencias de primera y segunda instancia. La cuantía del detrimento patrimonial es de Treinta y seis millones, seiscientos cuatro mil cuatrocientos sesenta y dos pesos, con cuarenta y seis centavos ($36.604.462.46.); discriminado así: por concepto de mora en veinticuatro millones, novecientos ochenta y ocho mil, setecientos treinta y cinco pesos con cincuenta y seis centavos ($24.988.735.56.) y Lucro Cesante
, en cuantía de Once millones, seiscientos quince mil, setecientos veintiséis pesos con noventa centavos ($11.615.726.90.), 

Ahora bien, el Consejo de Estado
 ha dejado claro que cuando no se inicia la acción de repetición y el detrimento patrimonial tan ostensible como en el presente caso y como se indicó,  el sujeto de control omitió el cumplimiento de sus obligaciones contractuales, lo que llevo al juez del conocimiento a decretar las condenas solicitadas en el petitum de la demanda; caso por el cual debe tramitarse preponderantemente el respectivo proceso de responsabilidad fiscal
. 

Además de lo anterior, en el acta de comité de conciliación Nº 106 de 10 de julio de 2008, a folio 28 se lee: “La entidad no contesto la demanda…la entidad no alegó.” El proceso judicial fue atendido en forma inadecuada  al no concurrir a contestar la demanda, controvertir las pruebas pedidas por la actora y menos aún alegar de conclusión. 

Lo anterior se constituye un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria y fiscal, en cuantía de treinta y seis millones, seiscientos cuatro mil cuatrocientos sesenta y dos pesos, con cuarenta y seis centavos ($36.604.462.46.)
Una vez valorada la respuesta de la SED no es de recibo por cuanto no guarda relación con el tema observado y es claro que el concepto del Consejo de Estado Sala de Consulta y Servicio Civil-Concepto con radicado Nº 1.716 de abril 6 de 2006, M.P. Flavio Rodríguez Arce, citado en el informe preliminar, autoriza la iniciación del Proceso de Responsabilidad Fiscal, presupuesto esencial para la viabilidad jurídico-legal del hallazgo fiscal. Por lo anterior se mantiene el hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria y fiscal  

2.2.  INSTITUTO PARA LA INVESTIGACIÓN EDUCATIVA Y EL DESARROLLO PEDAGÓGICO-IDEP.

Fue generado para la vigencia de 2007, el proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho correspondiente al número 1996-42299-Instaurado mediante apoderado por Juan de Dios Villamil Velandia, por la declaratoria de insubsistencia del nombramiento del Secretario General del IDEP, analizados los documentos entregados por el sujeto de control se evidenció que:

Con la declaratoria de nulidad de la resolución N° 372 de julio 11 de 1995, se ordenó el restablecimiento del derecho a favor del actor,  la entidad fue condenada a pagar la suma dineraria de Doscientos sesenta y siete millones, ochocientos seis mil, novecientos treinta y dos pesos M/L, ($267.806.932.), luego de las impugnaciones correspondientes hasta la instancia de la suplica; orden que se ejecutó con las resoluciones Nº 88 de Julio 27de 2007 y Nº 32 de 22 de marzo de 2002.

Mediante el acta de Comité de Conciliación IDEP, sin numero, del  22 de agosto de 2002, se supeditó la iniciación de la acción de repetición a la no prosperidad del recurso de suplica que en la época de los hechos se encontraba en curso, al no prosperar la impugnación el IDEP formuló la demanda correspondiente. La misma fue surtida ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca; el que mediante sentencia de abril 28 de 2004
, declaró responsable administrativamente al representante legal para la época de los hechos, en cuantía de Setecientos cinco millones, ciento sesenta y ocho mil, cuatrocientos un pesos M/L ($705.168.401.00.). 

Una vez ejecutoriada la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, se procedió por el representante legal del IDEP a instaurar el correspondiente proceso ejecutivo ante la Jurisdicción ordinaria civil; dentro del cual se dictó medida cautelar consistente en embargo y registro de los bienes de propiedad de la ejecutada. Este es el estado actual del proceso. 

2.3. FUNDACIÓN GILBERTO ALZATE AVENDAÑO-FGAA

L a entidad tiene cuatro procesos judiciales  activos   así:

· Proceso Contractual Nº 94D9490

· Proceso  Nulidad y Restablecimiento Nº 199903677

· Acción Popular Nº 200700496

· Proceso penal Nº 200780654

A través del proceso auditor fueron evaluados los documentos puestos a disposición por el sujeto de control, demandas,  pronunciamientos del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, tutelas impetradas,  evidenciando oportunidad en las actuaciones procesales, monitoreo permanente  a los procesos, cumpliéndose con los numerales  1 y 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, que hace referencia al: “deber de cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución…los estatutos de entidad, los reglamentos y los manuales de funciones…(…)… deber de cumplir con diligencia, eficiencia el servicio que le sea encomendado”.

En lo concerniente a los Comités de Conciliación, estos toman la decisión de iniciar o no las acciones de repetición una vez quede ejecutoriada la sentencia y para los casos en estudio dicho  requisito no se ha cumplido por cuanto como se expreso anteriormente los  procesos se encuentran activos. 

2.3.1  Expediente Nº 94D9490

Demandante: Inversiones y Construcciones  Rod-Mar Ltda.

Despacho: Consejo de Estado Sección 3

Valor ajuste contingencias $3.999.003.395

La FGAA celebró  el contrato de obra pública No. 001  por el sistema de administración delegada con la sociedad Inversiones y bienes ROD MAR Ltda., hoy  Inversiones y Construcciones Rod Mar Ltda., el 30 de marzo de 1989 cuyo objeto fue la restauración, recuperación., reparación y construcción del centro cultural Gilberto Alzate Avendaño,  con un plazo de 9 meses para  la ejecución del contrato. Se solicitaron prórrogas por un total de 23 meses 7 días.

Mediante resolución Nº 016 del 18 de mayo de 1992 la FGAA liquido el contrato en comento contra la cual el contratista interpuso recurso de reposición  desatado mediante resolución 024 del 5 de agosto de 1992.   

La firma contratista demando ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca la nulidad de la Resolución Nº 016 y 24 citadas .pretensiones : 1-incumplimiento del contrato por parte de  la FGAA 2- se ordene el pago de perjuicios materiales ocasionados por el incumplimiento de la entidad , subsidiariamente :pretende que se declare a la entidad contratante se enriqueció sin justa causa a expensas del contratista al haber ingresado a su patrimonio como valor agregado y no pagado dentro de los costos de la obra las sumas de dinero por concepto de celebración de subcontratos y honorarios dejados de presentar en la oferta .

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Tercera Subsección A denegó las pretensiones de la firma demandante en sentencia proferida el 7 de noviembre de 2002 expediente  1994- 9490.

El demandante interpuso recurso de apelación contra la sentencia precedente recurso que se encuentra en la sección primera sala de lo contencioso Administrativo del Consejo de Estado al Despacho del magistrado ponente para fallo.

2.3.2   Proceso Nº 99-3677 Nulidad y restablecimiento del derecho

Demandante: María Elsy Acevedo Ramírez

Despacho: Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 2 Subsección D

Cuantía: $ 6.000.0000.00

Con  Resolución Nº 156 del 18 de diciembre de 1998 se declaro insubsistente a la doctora María Elsy Acevedo Ramírez, al cargo de secretaria General, instauró demanda  por “expedición irregular por falta de competencia
       

En la actualidad se encuentra al despacho para fallo de primera y única instancia ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca desde junio de 2007.

2.3.3.  Acción Popular  Rad. 2007-0496

Demandante: Dr. Juan Guillermo Córdoba Correa

Despacho: Juzgado 23  Administrativo del Circuito. Sección segunda

Cuantía: inicial $ 0 posterior: salario mínimo legal vigente 

La entidad accionada viene reconociendo y pagando a sus empleados con fundamento en  Acuerdos  las primas: técnica, semestral, prima de antigüedad la  bonificación por recreación, bonificación por permanencia en el servicio etc. y que las Juntas Directivas de las entidades Descentralizadas carecen de facultades para establecer factores salariales y prestaciones de sus empleados.

En la oportunidad procesal se contestó la demanda y el juzgado de conocimiento en sentencia proferida el 7 de noviembre negó las pretensiones, actuación que fue verificada en la fecha mencionada por el equipo auditor.

2.3.4.  Proceso Nº 200780654

Despacho: Fiscalía General de la Nación Fiscalía 174 Delegada,

Cuantía: $ $22.444.860.,

Delito hurto calificado y agravado en averiguación  de responsables por defraudación de fluidos telefónico, des julio de 2007, Incremento  injustificado desde abril de 2007 en la facturación de la  línea telefónica No. 2861583 de la FGAA 

Se  encuentra certificación expedida por la Fiscalía 174 de agosto 20 de 2008, donde manifiesta que dentro de la indagación “…se han practicado diligencias tendientes al esclarecimiento de los hechos sin que hasta la fecha se haya podido vincular persona alguna a la investigación. En espera de designación de funcionario de policía judicial….”
En lo relacionado  con el proceso contable, con la ayuda del sistema SIPROJ, una vez establecido el monto de la demanda es registrada contablemente al rubro de cuentas de orden, valor que debe ser ajustado periódicamente conforme al avance de calificación de riesgo que cada tres meses hace el apoderado del caso  en un nivel bajo, medio o alto, lo que permite contablemente realizar los ajustes a la cuenta de contingencias. En  el caso concreto del  Expediente No.94D9490, Inversiones y Construcciones  Rod-Mar Ltda., se observo que durante el 2007 se aprovisionó  $289.297.434 y $ 2.365.990.990 para un total de $3.999.003.395 al 31 de diciembre.

2.3.5. Aun cuando el estudio jurídico realizado  no evidencia riesgo alto, lo anterior permite evidenciar que el ajuste  contable  a  la provisión de la cuenta 912004 durante vigencia 2007 es alto lo que puede incidir en los resultados del ejercicio fiscal, situación que se considera hallazgo administrativo.
Evaluada la respuesta se acepta, no obstante a futuro se debe tomar en cuenta que los registros contables deben reflejar las cifras de la ultima valoración que refiere el sistema de proceso judiciales SIPROJ  WEB, sin presentar diferencias, conforme a lo dispuesto en la Resolución 169 de 2005 de Secretaria de Hacienda capitulo 4.3.4.1

2.4. INSTITUTO DISTRITAL RECREACIÓN Y DEPORTE-IDRD
2.4.1. Se revisaron las siguientes demandas laborales cuya pretensión es el reconocimiento de la pensión de jubilación y vejez, en los términos de la ley 33 de 1985 en concordancia con el régimen de transición previsto en el articulo 36 de la ley 100 de 1993, por haber adquirido los demandantes el status pensional  es decir 55 años de edad y 20 años de servicio. 

Los demandantes prestaron sus servicios laborales en la Lotería de Bogota y entraron   a formar parte de la planta de personal del IDRD,
  con las mismas garantías laborales que tenían, a la fecha en que entro a funcionar ésta
.   

Cuadro N°  1

Procesos laborales  IDRD
	
	Demandante
	Historia laboral
	T. 

Ser.

Años
	Fallo primera y Segunda instancia
	Estado Actual

	1
	Ernesto Pinilla Rátiva
	F.I  07-06-72

F.R 09-12-96
	24
	Sentencia :22-02-07 condenando al IDRD
	Demanda ante  la Corte Suprema, Sala de Casación laboral

	
	
	
	
	Confirmada la sentencia
	

	2
	Antonio Mariah Camargo Cárdenas
	F.I. 07-06-73

F.R 09-12-96
	23
	Sentencia : 30-09-08

Condenado IDRD
	Solicitó adición de sentencia

	3
	José Julio Zaque C.
	F.I.

F.R 12-09-96
	22
	Sentencia 28 de marzo 2008 condenatoria IDRD
	Apelación  ante el Tribunal Superior 

	4
	Rodrigo Rubio Hernández
	F.I. 10-10-72

F.R. 15-04 -93
	20
	
	Al despacho para fallo

	5
	Hernando Parra Parra
	F.I. 01-08-71

F.R.09-12-96 
	25
	Sentencia: 30-11-07

Condenado IDRD
	Apelación Tribunal Superior Bogotá

	6
	Andrés Pachón Baquero
	F.I. 17-02-72

F.R.10-12-96
	24
	Sentencia: 25-08-06

Condenado IDRD
	La parte actora solicito recurso de casación.

	
	
	
	
	Tribunal 29 de agosto de 2008- se apelo por la prescripción de las mesadas – el tribunal modifico el fallo declarando la prescripción total de las mesadas adeudadas  
	

	7
	Alfredo Pérez Cruz
	F.I. 28-10-74

F.R.09-12-96
	22
	Sentencia:14-09-07

Condenado IDRD
	Devolución al juzgado para cumplimiento fallo 

	
	
	
	
	Tribunal  15 de agosto de 2008confirma sentencia
	

	8
	Luis Enrique López Contreras
	F.I.23-10-72

F.R.09-12-96
	24
	Sentencia:29-07-08

Condenado IDRD.

El actor solicito adición sentencia en cuanto a la indexación de la primera mesada traer a valor presente  
	Pendiente ejecutoria fallo 

	9
	José Ladino Arteaga
	F.I.28-10-74

FR. 09-12-96
	22
	Sentencia:28-02-08

A favor del IDRD
	El actor apelo –ante el Tribunal - 

	10
	Pedro Elías Hernández
	F.I  09-02-72

F.R. 15-04-96
	24
	Se inhibe,  va CSJ, para dirimir conflicto de jurisdicción, se remite al juzgado 17 Sentencia: 25-06-08 en contra IDRD
	Apelación  desde el 01-07-2008

	-11
	Florentino Galindo Díaz
	F.I 11-01-72

F.R. 09-12-96
	24
	Sentencia: 31-08-07

En contra IDRD
	Pendiente devolución juzgado  para cumplimiento fallo 

	
	
	
	
	Tribunal 12 de septiembre de 2008confirma sentencia, revoca intereses mora.


	

	12
	Hernando Forero Ortegón
	F.I. 27-09-72

F.R. 09-12-96
	24
	Sentencia:  31-12-07

A favor IDRD
	Apelación Tribunal

	13
	Jaime Humberto Fernández
	F.I.  15-06-72

F.R. 09-12-96
	24
	Sentencia 15 de diciembre de 2006 se condeno al IDRD 

Tribunal 11 de mayo de 2007  confirmo 
	Faltan  Pago 

	14
	Álvaro Ernesto Pardo
	F.I.      01-73

F.R. 09-12-96
	24
	
	contestación demanda


	15
	José de Jesús Campos
	F.I.  01-08-71

F.R 09-12-96
	25
	Sentencia 28-05-08

Condenado IDRD

	Apelación desde 

13-08-08

	16
	Luis Alfredo Colo
	F-I. 12-03-73

F.R. 30-04-01
	28
	Sentencia : 03-08-07

Condenado IDRD
	Recurso de casación 

	
	
	
	
	Tribunal 29 de agosto de 2008 Confirma sentencia

Pero la modifico en cuanto a la fecha de reconocimiento por prescripción 


	

	17
	Mario Enrique Traslaviña Ardila
	F.I.  22-01-73

F.R. 09-12-96
	23
	
	Contestación demanda 24-10-07

	19
	Álvaro Aguilar Ramírez  
	Fl 03-01-72

FR-09-12-96
	24
	Sentencia 14-06-06 condenado IDRD

Sentencia Tribunal confirmo fallo y ordeno reajustar la mesada pensional  
	Se cancelo $43.342.101. 

$434.668.101 pensión 

$8.674000 liquidación de costas


	18
	Pedo Antonio Rojas
	F.I.  01-09-73

F.R. 09-12-96
	23
	Sentencia: 29-03-06

Condenado IDRD
	No hubo acción repetición 

Se canceló :

Costas $2.000  y

Dte.$24.756 millones

	
	
	
	
	Confirma sentencia 17-10-06
	


Fuente: oficina Jurídica IDRD

Como se observa en el cuadro precedente los exfuncionarios prestaron sus servicios al IDRD por más de 20 años, afiliados a un régimen pensional administrado por ISS,  donde el IDRD subrogó al ISS su obligación pensional en forma parcial. 

En la actualidad cursan 31 demandas laborales por las mismas pretensiones y hechos similares, 19 falladas en contra de la entidad en primera y segunda instancia, 2 de ellas donde el juzgado de conocimiento negó las pretensiones de la parte demandante  aduciendo que el ISS debe reconocer la pensión de jubilación (José   Ladino  Arteaga y Hernando Forero Ortegón) y se encuentran en el Tribunal de Cundinamarca en apelación. En  contestación demanda se encuentran 7 procesos  y 3 en la primera etapa de conciliación. 

Los pronunciamientos jurisprudenciales  sobre el tema  de reconocimiento y pago de pensión de jubilación una vez adquirido el status pensional han sido reiterados ordenando a la parte demandada a reconocer y pagar a los demandantes  la pensión de  jubilación, equivalente al 75 % del promedio salarial del ultimo año de servicio desde el día en que cumple la edad de los 55 años se argumenta que los demandantes son beneficiarios del régimen de transición articulo 36 ley 100 de 1993 pues para el 1 de abril de 1994 tenían mas de 40 años y 15 de servicio. 

Ante esta eventualidad la entidad mediante oficio  radicado bajo el número 1-2007-58213 del 5 de diciembre de 2007, solicitó a la Alcaldía Mayor de Bogotá, concepto sobre la viabilidad  del reconocimiento de pensiones de jubilación a algunos trabajadores y extrabajadores  del IDRD, quien a su vez remitió la solicitud de concepto al FONCEP quien emite: “…de conformidad con la expuesto, el Fondo de Prestaciones Económicas  y Pensiones- FONCEPT, en su calidad de administrador del Fondo de Pensiones Públicas de Bogotá D.C.,, previo el cumplimiento de las condiciones y requisitos contenidos en el Decreto 339 de 2006, está en la posibilidad legal de sustituir al Instituto Distrital de Recreación y Deporte en el pago de las pensiones a su cargo. Los actos administrativos en los que se reconozcan los derechos pensionales deberán ser proferidos por el representante legal ( o quien haga sus veces)de la entidad que tiene a su cargo la obligación, en este caso el IDRD, siendo éste el competente para definir el régimen pensional aplicable a sus trabajadores y extrabajadores” (negrilla y subraya fuera de texto)

De otra parte, el Comité interno de Conciliación en acta No. 02 del 5-03-2007, acordó solicitar al doctor Lorenzo Torres Russy asesor externo de la entidad  concepto sobre la viabilidad de no recurrir en casación, quien se pronuncia en los siguientes términos: “los pronunciamientos jurisprudenciales y judiciales han sido reiterados, por lo que se sugiere no recurrir en casación los fallos de segunda instancia dictados por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá”(negrilla y cursiva fuera de texto)

Sin embargo el equipo auditor tiene reparos ante las decisiones judiciales   tomadas por el  IDRD,  a pesar de contar con un universo de jurisprudencia y conceptos, la entidad  no cuenta con un procedimiento interno para el  tramite   de las pensiones de jubilación a que esta obligada de acuerdo con la normativa, contemplando las diferentes eventualidades 
  y sí por el contrario, las decisiones judiciales  en contra del IDRD, por concepto de costas o agencias en derecho han generado erogaciones presupuestales que han podido ser obviadas de tomarse en cuenta, como  experiencia los fallos judiciales reiterativos, hecho  que se traduce en un hallazgo administrativo.
La decisión del Comité de Conciliación fue de no iniciar la acción de repetición, por cuanto no se dan los presupuestos de los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001, ni el señalamiento en los fallos de la existencia de los elementos que conduzcan a establecer que los funcionarios actuaron con dolo o culpa grave. 
Una vez valorada la respuesta encontramos que la entidad  acepta la observación, la que debe ser incluida en el plan de mejoramiento.
Proceso ejecutivo Nº 256 de 1998

Demandante: José Ignacio Cubillos Hernández 

Despacho: Juzgado Dieciocho Laboral del Circuito 

Cuantía: Cuatrocientos cuarenta salarios mínimos legales mensuales  

El señor José Ignacio Cubillos Hernández a través de apoderado inicio proceso ejecutivo laboral contra el IDRD, solicitando el reintegro al cargo de administrador, argumentando que se había dado   por terminado el contrato de trabajo sin que mediara justa causa,  el a-quo se pronuncio el 13 de diciembre de 1993 absolviendo a la entidad demandada.

Así mismo el  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá desató el recurso de apelación y mediante sentencia del 20 de junio de 2002, revocó la sentencia de primer grado y condenó a la parte demandada, así mismo no dispuso el reintegro  del trabajador oficial por interpretación del art. 55 de la convención   colectiva    de

 trabajo
 del 26 de noviembre de 1997.  “Considero que el despido fue ilegal y sin justa causa, concluyo que el reintegro solo esta establecido para la terminación del contrato de trabajo por causas disciplinarias y que como en este caso el despido no tuvo origen  en ellas, no es posible aplicar la norma convencional…”   

Las partes interponen el recurso Extraordinario de  Casación, la Corte Suprema de Justicia en providencia del 1 de octubre de 2003, CASA TOTALMENTE  la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal declaro probada la excepción de pleito pendiente y dispuso “No habrá costas en las instancias ni el recurso a cargo de la parte demandante” (Resaltado y subrayado fuera de texto) 

Pese a lo anterior, el juzgado procedió contra lo dispuesto en sentencia ejecutoriada y sin sustento jurídico  liquido las costas, incluyendo las agencias en derecho tasadas en cuantía de $11.206.000, sin que la apoderada en su oportunidad procesal impugnara la liquidación quedando en firme, sin ejercer la defensa   del demando por vía de las excepciones o de los recursos, tendientes  a evitar que al actor se le pagara  lo no debido.  

En firme la decisión el IDRD ordenó girar a favor del demandante mediante resolución del  18 de marzo de 2004 y comprobante de egreso No-  suma de $11.206.000.

El Tribunal se pronuncio al respecto el 12 de agosto de 2005, y ordenó devolver el expediente al Juzgado para que se invalide la actuación desde el mandamiento de pago
.

El juzgado dio  cumplimento a lo o ordenado por el Tribunal mediante auto del 21 de noviembre de 2005 y ordeno requerir al  ejecutante  y su apoderado judicial, a fin de que  procedieran a devolver la sumar recibidas.

La entidad a través de la oficina jurídica en aras de velar por la integridad de su  patrimonio,  solicitó tanto al apoderado del demandante como a sus herederos la devolución de estos dineros manifestando este último que las providencias judiciales fueron dictadas con audiencia de los apoderados del instituto y que al no haber sido impugnados por los mismos quedaron ejecutoriadas
   

La entidad a través de apoderado judicial denuncio el delito de fraude a resolución judicial y fraude procesal correspondiendo a la Fiscalía 190 Unidad Segunda Delitos contra la Administración de Justicia (proceso No. 823773) presentando la demanda de constitución de parte civil con el objeto de obtener el resarcimiento de los perjuicios que se generaron por el pago de lo no debido.

De conformidad con el informe rendido por el apoderado judicial el 31 de octubre de 2008, “la Fiscalía que instruye el proceso observó la existencia de una causal de nulidad que afecta el debido proceso en forma insubsanable” la investigación debió adelantarse bajo los parámetros de la Ley 906 de 2004. 

La entidad sanciono a la ex servidora pública doctora Lilia  Isabel Rodríguez Rojas por considerar que se estaba frente a un comportamiento culposo.

De lo anterior se observa  falta de diligencia y cuidado en el actuar procesal,   ya que del desempeño de la apoderada de la parte demandada dependía la realización de la justicia y la efectiva protección de los intereses de la entidad y por falta de oportunidad procesal en cumplimiento de los deberes en el ejercicio de la profesión y de las funciones asignadas y  ante el error de interpretación del a-quo la entidad se vio abocada a pagar lo no debido.

La entidad remitió a este órgano de control con oficio radicado el 5 de septiembre de 2008 y radicado bajo el No. 200852581copia del fallo proferido por el área de control disciplinario interno por medio de la cual se sanciono a la exservidora publica  como apoderada del IDRD, hechos tomados como insumo para esta auditoria. 

2.4.2. Con lo descrito anteriormente, se incurre en lo estipulado en el artículo 6 de la Ley 610 de 2000 DAÑO PATRIMONIAL AL ESTADO.(…) Para efectos de esta Ley se entiende por daño patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, representada en menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento; pérdida … o a los intereses patrimoniales del Estado producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en términos generales no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos de control de las contralorías. Dicho daño podrá ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por la persona natural o jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzcan directamente o contribuyan al detrimento del patrimonio público”. 

La entidad pago lo no debido en cuantía de $11.206.000, ocasionando un presunto detrimento, por una gestión fiscal inoportuna e ineficiente, por lo cual se constituye en un hallazgo administrativo con incidencia fiscal.
Una vez valorada la respuesta del IDRD, el hallazgo se mantiene por cuanto las acciones y los procedimientos contenidos en materia disciplinaria, fiscal y penal son autónomos e independientes. 

Proceso ordinario laboral No. 22184 

Demandante: Gustavo Duarte López   

Juzgado 8 Laboral de Circuito

 El actor suscribió contrato de trabajo a término indefinido para ejercer las funciones de Auxiliar de mantenimiento el 4 de diciembre de 1974 con la Lotería de Bogotá, a partir de la entrada en vigencia del Acuerdo 4 de 1978 del Concejo de Bogotá  pasó a prestar los servicios al IDRD en las mismas condiciones laborales es decir como trabajador oficial afiliándose al sindicato de trabajadores, se le aplicó la convención colectiva para el pago de las prestaciones,   entidad que dio por terminado unilateralmente el contrato  de trabajo mediante acto administrativo No- 079 del 10 de mayo de 1994
 invocando vencimiento del plazo presuntivo a partir del 27 de mayo de 1994; el apoderado solicito la acción de reintegro y el pago de los emolumentos dejados de percibir, articulo 8 decreto 2351 de 1965  .  

El Juez de conocimiento mediante sentencia del 14 de enero de 2005, condenó al IDRD a reintegrar al demandante al cargo que venia desempeñando señaló  que el despido fue ilegal, por lo tanto el contrato de trabajo quedó vigente pues el desde siempre fue ineficaz y entonces al no producir efecto legal alguno las cosas vuelven a su estado anterior .agrega que la acción de reintegro no se encuentra establecida ni reglamentada por la legislación, para los trabajadores oficiales, salvo que exista norma extralegal que contempla tal acción    

El Tribunal Superior del Distrito Judicial profirió sentencia  el 28 de febrero 2005, confirmando  el fallo del a-quo, argumentando un despido injusto se desconoció  la calidad de trabajador oficial del actor y la convención colectiva. 

El opositor interpuso recurso de casación y la Corte Suprema de Justicia  Sala Laboral se pronuncio  el 28 de marzo de 2006, decidiendo  No  casa la sentencia proferida por el Tribunal.

Mediante resoluciones  Nos: 004 del 17 de julio de 2006 la Junta Directiva del IDRD crea en la planta de personal el cargo de auxiliar de mantenimiento como trabajador oficial y con la  389 del 18 de julio de 2006 se ordena el reintegro del trabajador y la  250 del 2  de agosto de 2006,  reconoce por concepto de salarios y prestaciones sociales la suma de $114,697.164.  

Estudio viabilidad de la acción de repetición 

La oficina jurídica recomienda al comité conciliador “iniciar la acción de repetición se dan los requisitos de forma y /a naturaleza procesal para la procedibilidad  de la acción de repetición, tal y como lo determinaron las circulares Nos. 9973 de fecha 3 de mayo de 2005 expedida por la contraloría de Bogota y la circular 006 del 29 de agosto de 2006 de la Alcaldía  Mayor de Bogotá”“

Se evidencia la existencia del daño la entidad pagó $130.634.280.40 en cumplimiento de la sentencia,  trasgresión a la norma convencional del 25 de febrero de 1994  error en la aplicación del articulo 40 del Decreto  2127 de 1945, a la fecha de revisión y análisis
  de la documentación puesta a disposición por el sujeto de control, el Comité de Conciliación no se ha pronunciado.

Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

Acción de Repetición 

Demandante IDRD

Demandados: María Consuelo Araujo Castro, María Beatriz Canal Acero; Carlos José Sachica Valbuena y José Merlano Martínez.   

La señora Marta Ligia Carpintero solicitó se declarara la nulidad de de la  resolución No. 184 de 2001” por la cual se incorporan a la planta global de  cargos a los empleados públicos del IDRD” y restablecimiento del derecho  en razón a que no fue incorporada, argumenta que tenia mayor o mejor derecho que los provisionales que fueron incorporados,  inscrita en el registro público de carrera   administrativa en el cargo de jefe de división

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección B Sala de descongestión accedió a las súplicas de la demandada y el 22 de julio de 2004  declaro la nulidad parcial de la resolución No. 184 de 2001 como consecuencia reintegrar a la funcionaria “…en razón a que el acto acusado vulneró el derecho que tenia la demandante, al ser retirada del servicio teniendo mejor derecho de ser reincorporada en la planta global de personal del instituto y al encontrase protegida por el régimen de carrera administrativa el cual fue desconocido por la administración, en el mismo sentido de pronuncio el Consejo de Estado Sala de lo contencioso administrativo Sección Segunda.

El Comité de Conciliación, mediante acta tomó la decisión de que se iniciara la acción de repetición tal como lo dispone la Ley 678 de 2001, dado que se configuran los elementos de la responsabilidad patrimonial, existencia del daño, conducta irregular del funcionario en la toma de decisiones y  violación de los derechos de carrera ley 443 de 1998.  
La entidad instauró ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Tercera, la demanda  de Acción de Repetición contra los citados exfuncionarios  

En  cuanto al  proceso contable, con la ayuda del sistema SIPROJ, una vez se establece la cuantía de la demanda es registrada contablemente al rubro de cuentas de orden, valor que debe ser ajustado periódicamente conforme al avance de calificación de riesgo que cada tres meses hace el apoderado del caso  en un nivel bajo, medio o alto, lo que permite contablemente realizar los ajustes a la cuenta de contingencias.  Para el caso concreto por las demandas por reconocimiento de la pensión de jubilación estas fueron provisionadas inicialmente por $10.000.000 y no se observó modificaciones por ajustes al valor inicial pese a que los fallos fueron adversos en todas las instancias.

2.4.3. Sin embargo se estableció que el IDRD en  la cuenta de orden 912004 el monto asciende  a $(5.493.839.315.35), mientras que  la provisión en pasivos estimados  es de $(2.874767.031). Aun cuando las dos cuentas presentan una provisión razonable teniendo en cuenta los litigios, se evidencia error en la interpretación relacionada con el SIPROJ en el sentido de que una vez se conozca el grado de riesgo a  cada proceso debe realizarse el ajuste correspondiente, situación que de no realizarse   puede afectar  el resultado del ejercicio en el año en que se cause el pago. Por la anterior se configura un hallazgo administrativo.
Evaluada la respuesta no se acepta en razón a que los registros contables deben reflejar las cifras de la última valoración que refiere el sistema de procesos judiciales SIPROJ  WEB, sin presentar diferencias, conforme a lo dispuesto en la Resolución 169 de 2005 de Secretaria de Hacienda capitulo 4.3.4.1

2.5. UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS-UDFJC
Con la evaluación de las sentencias, los pagos originados en las mismas, las decisiones de los comités de conciliación y la iniciación de las acciones de repetición, se estableció que:

La muestra, Universidad Distrital Francisco José de Caldas, para este caso es del valor de $300.028.449 M/L, correspondiente a la vigencia de 2007 y contenida en el rubro correspondientes a recursos de inversión en las vigencias de 2003 a 2007. 

2.5.1.1. Evaluación Procesos Judiciales UDFJC. La muestra estuvo conformada por los siguientes procesos judiciales:

Proceso: 4590 – 04 por valor de $ 296.096.714 m/l.

Sentencia del Consejo de Estado: 250002325000000199907089  

Víctor Hugo Sandoval Ramírez, VS  Universidad Distrital Francisco José de Caldas, La cual ordena a la entidad demandada reintegrar al actor al cargo que ocupaba o a uno equivalente, así como pagarle todos los salarios, prestaciones y demás emolumentos dejados de devengar desde el momento del retiro hasta que sea efectivamente reintegrado.
El comité de conciliación conceptuó que no existe mérito que determine la procedencia de la acción de repetición.
Proceso: 2003 – 9009 por valor de $ 17.104.825.
Sentencia Tribunal Administrativo de Cundinamarca 250002325000200309009 

Fidel Antonio Bejarano, VS  Universidad Distrital Francisco José de Caldas.

Declara la liquidación en la resolución 367 por la cual fue reconocido el valor de los aportes que debió cancelar la Universidad al ISS para efectos de la pensión del periodo valido del 3 de febrero de 2003 hasta el 14 de mayo de 2006, de conformidad con la parte motiva.

El comité de conciliación conceptuó que existe mérito para proceder a la acción de repetición, la cual está en proceso.

Proceso 2004 – 1599 por valor de $ 2.921.536.

Tribunal Administrativo de Cundinamarca:

José Alonso Perdomo Cortés, Universidad Distrital Francisco José de Caldas.

Tutela: El Fallo Condena a la UDFJC, al pago de $ 2.921.536, como cláusula penal del contrato 058 de prestación de servicios del I. S. S., descontada al contratista.

Tutela: por valor de $ 2.587.026.

Tribunal Superior del Distrito judicial de Bogotá

Ceballos Nieto Daniel, VS Universidad Distrital Francisco José de Caldas.

Resuelve Tutelar los derechos fundamentales a la vida y la seguridad social que le asisten al tutelado, relacionados con servicios médicos de especialistas y drogas que en marcas específicas y de forma permanente y regular le deben ser formuladas para el tratamiento de sus afecciones espóndilo artritis cervical y lumbar y cardiovasculares de carácter irreversible sin limitación alguna e igualmente le sean reembolsados los costos de los medicamentos que ha tenido que sufragar por su propia cuenta.

Se evaluaron los siguientes documentos: texto de la sentencia condenatoria, actos administrativos con que se ordenó el  pago de  la sentencia y de los diferentes comités de conciliación.

Analizado los fallos proferidos por el Consejo de Estado,  Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Juzgado 31 Administrativo de Bogotá, Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá,  no se encontró dentro de los mismos alusión  alguna sobre el hecho de que los funcionarios dependientes del sujeto de control hubiesen incurrido en las presunciones enunciadas por el legislador en los artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001, ni el señalamiento o existencia de elementos que determinantes para establecer que obraron con dolo o culpa grave.
Cuadro 2
RELACION DE PAGOS POR SENTENCIAS  JUDICIALES “UDFJC”

	NOMB
	FUENTE
	ORDEN DE PAGO
	FECHA
	RUBRO
	DISPONIBILIDAD
	REGISTRO
	VALOR BRUTO
	RETENCIONES
	VALOR NETO

	Víctor Sandoval Ramírez
	Sentencias judiciales
	1061
	31/05/2007
	3-1-1-02-07
	2316 del 3/05/2007
	3618 del 25/05/07
	297.761.333
	1.664.619
	296.096.714

	Fidel Antonio Bejarano
	Sentencias judiciales
	2907
	02/11/2007
	3-1-1-02-07
	4629 del 24/09/2007
	7721del 26/10/2007
	17.014.825
	$ 0
	$ 17.014.825

	Daniel Ceballos Nieto
	Sentencias judiciales
	346
	22/03/2007
	3-1-1-02-07
	1309 del 13/03/2007
	2182del 13/03/2007
	2.587.026
	$ 0
	2587026

	José Alonso Perdomo Cortés
	Sentencias judiciales
	192
	07/03/2007
	3-1-1-02-07
	1075 del 27/02/2007
	1842 del 27/02/2007
	2.921.536
	269.235
	$ 2.652.301


Fuente: Sección Contabilidad de la UDFJC

2.6 CANAL CAPITAL, INSTITUTO DISTRITAL DE PATRIMONIO CULTURAL, ORQUESTA FILARMÓNICA DE BOGOTÁ Y SECRETARÍA DISTRITAL DE CULTURA, RECREACIÓN Y DEPORTE

Metodología 

Se eligió el criterio de la muestra por los procesos con sentencias  en contra de los sujetos de control pagadas en la vigencia 2007 y las consecuentes acciones de repetición o llamamiento en garantía con las que se persiga el resarcimiento del patrimonio público erogado de las entidades en mención.

Del universo de la muestra seleccionada a los procesos por demandas de nulidad y restablecimiento del derecho laboral y otros asuntos, acciones de reparación directa y acciones contractuales que vienen radicados de 1999 a 2007  y que ya fueron objeto de sentencia definitiva y ejecutoriada se observa que el 70% fueron fallos a favor de las entidades públicas.  

Las entidades informaron los pagos de sentencias  judiciales en contra para el año 2007, adjuntando las órdenes de pago, balance general a 31.12.07 y las notas a los Estados Contables, previa solicitud escrita de este organismo de control fiscal.  

Con  respecto a las Acciones de Repetición se procedió a analizar las decisiones de los Comités de Conciliación de conformidad a la reglamentación que los rige artículo 75 Ley 446 de 1998, Decreto 1214 de 2000, artículo 4º ley 678 de 2001.

De la información reportada por SIPROJWEB se identificaron los procesos con sentencias de primera y segunda instancia en contra de las entidades objeto de auditoria, presentando la siguiente situación:
Cuadro 2
DEMANDAS EN CURSO

Canal Capital, IDPC, Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte y Orquesta Filarmónica

Reporte SIPROJWEB a diciembre 31 de 2007

	JURISDICCION
	ACCION
	No. Demandas /entidad
	Total

Demandas

	Contenciosa Administrativa 
	Nulidad y  Restablecimiento del Derecho en lo laboral

Canal Capital:                     

IDPC 

Orquesta Filarmónica               

SDCRD :                                      


	0

1

2

8
	11



	
	Nulidad y Restablecimiento del Derecho en otros asuntos
	
	0

	
	Reparación Directa

Canal Capital                      

IDPC                                      

Orquesta Filarmónica

Secretaria de Cultura  
	2

2

0

8
	12

	
	Contractual

Canal Capital:                           

IDPC:                                        

Orquesta Filarmónica:           

Secretaria de Cultura.             
	0

7

0

1
	8

	Ordinaria
	Asuntos laborales

Canal Capital:                            

IDPC:                                          

Orquesta Filarmónica:              

Secretaria de Cultura:                     
	1

0

0

6
	7

	
	Ejecutivos

Canal Capital:                           

IDPC:                                         

Orquesta Filarmónica:             

Secretaria de Cultura:              


	2

2

0

0
	4

	
	Penales

Canal Capital:                         

IDPC:                                       

Orquesta Filarmónica:           

Secretaria de Cultura:            
	2

0

0

1
	3

	
	Canal Capital:                         

IDPC:                                       

Orquesta Filarmónica :          

Secretaria de Cultura:            
	4

0

0

0
	4

	Acción  Popular


	Canal Capital:                          

IDPC:                                        

Orquesta  Filarmónica:           

Secretaria de Cultura:             
	2

3

1

1
	7

	Acción Grupo


	Canal Capital:                          

IDPC:                                        

Orquesta  Filarmónica:           

Secretaria de Cultura:            
	0

0

0

1
	1

	Tutela
	Canal Capital:                          

IDPC:                                        

Orquesta  Filarmónica:           

Secretaria de Cultura:             
	0

0

3

1
	4

	ACCIONES REPETICION
	Canal Capital:                          

IDPC:                                        

Orquesta  Filarmónica:           

Secretaria de Cultura:             
	0

3

0

4
	7

	TOTAL DEMANDAS
	68



FUENTE: Oficina Jurídica Sujetos de Control

Como se puede observa en el cuadro anterior la acción de Reparación Directa fue la mas promovida, representando el 17.64% del total de las demandas en las cuatro entidades objeto de control, en razón a hechos suscitados en el Instituto Distrital de Cultura y Turismo en los años 1997 a 2003 y asumidos por la Secretaría Distrital de Cultura –Acuerdo 257 de 2006, reforma administrativa del D.C.; seguida por las acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, ocasionadas por vicios de ilegalidad de actos administrativos que lesionaron a servidores públicos en su vínculo laboral con la administración pública, que representan el 16.17% procediendo a demandar conforme a lo prescrito en el articulo 85 del C.C.A.; en tercer lugar los asuntos contractuales. 
A solicitud del Órgano de Control Fiscal las entidades  certificaron:

2.6.1. Canal Capital





No efectúo pagos por concepto de sentencias judiciales en el año 2007,  sin afectar el rubro de acuerdo a lo evidenciado en los estados contables a diciembre 31 de 2007 y las notas, oficio SF-1599 suscrito por la Contadora.

2.6.2. Instituto Distrital de Patrimonio Cultural-IDPC
En la cuenta contable Sentencias judiciales vigencia fiscal 2007 se realizó un giro a favor de Servisión de Colombia & Compañía Ltda. por valor de $3.304.665.54  en la acción contractual  proceso 2004-1830, el Comité de Conciliación decidió no iniciar acción de repetición en razón a la causa que motivó el acto de nulidad  del Tribunal Administrativo de Cundinamarca el cual consistió en “(…) omisión de un requisito formal en la expedición del acto demandado, lo cual  produjo su anulación , que a la luz de lo prescrito el numeral 3º del artículo 6º de la ley 678 de 2001 que determina la presunción de culpa grave cuando el acto administrativo fuere expedido con omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable y resulta que el Tribunal Administrativo en la sentencia analizada, en ninguna parte afirmó que hubiere existido  error  inexcusable en la actuación de la Corporación La Candelaria”.     
Por el sustento jurídico de la sentencia del Tribunal Administrativo donde no consideró error inexcusable, no se derivó acción de repetición y por consiguiente no se percibe detrimento al patrimonio. 

2.6.3. Orquesta Filarmónica de Bogotá
Certifica que  durante el año 2007 no realizó giro alguno con cargo  a  la cuenta contable de sentencias judiciales, por consiguiente no existen acciones de repetición.

2.6.4. Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte-SDCRD
Certifica que durante la vigencia de 2007 la entidad no fue condenada judicialmente y por ende no se realizaron pagos por este concepto –oficio 2008EE7079 de octubre 30 de 2008. Información verificada y coincidente con los estados financieros Balance  General  a 31 de diciembre de 2007 y las notas a los estados financieros.

En la  auditoria practicada a los procesos, acciones judiciales y sentencias de la Secretaria Distrital de Cultura, Recreación y Deporte, se observa que la  información reportada en el SIPROJWEB el sistema reporta un valor de las pretensiones que difiere con el valor de lo pagado por las condenas, alterando el pasivo de contingencias judiciales y conduciendo a que las cuantías de pretensiones y valores pagados se encuentren desfasados ampliamente conllevando a que se reporten cifras inconsistentes, situación que se refleja en el proceso 99-483 demandante Carlos Orlando Ávila Alférez, de la Secretaría de Cultura, Recreación y Deporte anteriormente Instituto Distrital de Cultura y Turismo-IDCT el valor de la pretensión fue determinada  y registrada en el SIPROJWEB por $65.598.336 y la condena en concreto fue por $134.188, al proceder la entidad  a reportar el valor real final de la sentencia el sistema no permite ninguna modificación o ajuste situación que altera el valor del contingente judicial. 
En el Balance General, las responsabilidades contingentes litigios o demandas (cuenta 9120) en el SIPROJ, representa los procesos que han sido notificados a la entidad, en esta cuenta se refleja la mayor concentración de demandas.
En el módulo de contingente judicial existen parámetros de calificación (A, B y C) que son de apreciación subjetiva del abogado que lleva el  proceso y reporta la información,  la Secretaría de Hacienda lo valora como insumo del contingente judicial.   

Cuando una entidad distrital es demandada con una entidad nacional el valor total de las pretensiones y  condena se registran a nombre de la entidad distrital en el SIPROJWEB, caso reflejado en el proceso 2000-389 Sociedad Radar Creativa, alterando el contingente judicial y conllevando a que las cifras no sean confiables.   
3. CONCEPTO DE CONTROL INTERNO PROCESOS JUDICIALES.
Los resultados de la evaluación a los procesos judiciales de los sujetos de control, evidencian que las entidades presentan debilidades de control interno que  afectan las bondades de control y  manejo del proceso SIPROJ al no realizarse el seguimiento y actualización de los fallos una vez los apoderados  califican el riesgo, de manera que faciliten los ajustes contables a los valores inicialmente provisionados. Por lo que  hacia futuro deberán  propender por la implementación de acciones que  permitan datos reales con miras a una gestión con criterios acertados de economía, eficiencia y equidad.

4.1. CUADRO HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

ANEXO 1 

HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS
























($ millones)
	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS 
	4
	NA
	2.1.1.,  2.4.1., 2.4.2., 2.4.3.

	FISCALES
	2
	$47.8


	2.1.1., 2.4.2.

	DISCIPLINARIOS


	1
	NA
	2.1.1.

	PENALES
	0
	NA
	


NA: No aplica.
� Artículo 5°. DOLO. La conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado.


Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:


1. Obrar con desviación de poder.


2. Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento.


3. Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración.


4. Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado.


5. Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial. Artículo declarado EXEQUIBLE mediante sentencia  C-374de 2002. 


Artículo 6°. CULPA GRAVE. La conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones.


Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas:


1. Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho.


2. Carencia o abuso de competencia para proferir de decisión anulada, determinada por error inexcusable.


3. Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable.


4. Aparte tachado INEXEQUIBLE por violar manifiesta e inexcusablemente el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal.





� Figura jurídica que le otorga firmeza a una determinada decisión, es decir, que define una situación jurídica. Se presenta cuando contra ellas no proceda ningún recurso, cinco (5) días hábiles después de la última notificación, cuando no se interpongan recursos o se renuncie expresamente a ellos, cuando los recursos interpuestos se hayan decidido. 


� C. E.-S-3°- M.P. Ruth Correa P., Sentencia de 18/08/06/-radicación 2004-0087.


� Lesión al patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en términos generales no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías. Dicho daño se podrá ocasionar por acción o por omisión de los servidores públicos o la persona natural o jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzca directamente o contribuya al detrimento del patrimonio público


� Folio 9 de la Sentencia de primera instancia, de noviembre 23 de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, M.P. Fabiola Duque Orozco. Exp. 2004-0087.


� C. E.-Sala de Consulta y Servicio Civil-Concepto con radicado Nº 1.716 de abril 6 de 2006, M.P. Flavio Rodríguez Arce.


� Conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por las contralorías con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen un daño al patrimonio del Estado por acción u omisión y en forma dolosa o culposa.


� TAC-S-3° ss.-B-M.P. Fabiola Orozco Duque-Exp. N° 2002-2390





� Fuente expediente suministrado por la entidad


� Creado por acuerdo 4 de 1978, a partir de la entrada en vigencia los trabajadores que laboraban en mantenimiento de Parques de la Lotería de Bogotá, pasaron  a prestar sus servicios sin solución de continuidad y mediante sustitución patronal, al IDRD.  





� Art. 16 Acuerdo 4 de 1978 “los empleados y trabajadores que presten actualmente sus servicios en las distintas entidades y dependencias que por el presente acuerdo se transfieren al Instituto, pasaran a integrar su planta de personal de conformidad con la reglamentación que establezca su  Junta Directiva, en las mismas condiciones laborales de que gocen en la fecha que entre a funcionar el mismo “   


� No esta dentro de las funciones de entidad reconocer directamente las pensiones, el procedimiento estaría enfocada hacer menos gravosa la situación del IDRD.    


� Convención colectiva del Trabajo noviembre 26 de 1997.


� Apartes de la sentencia del Tribunal Superior Distrito Judicial “ es decir si no había lugar a costas en ninguna de las instancias el juzgado erró al liquidar las de la primera instancia pues no había fundamento Jurídico     para hacerlo”“Y si bien esta providencia no fue recurrida y quedo en firme como no se ajusta a  la realidad procesal tampoco puede producir efectos”“En consecuencia si el auto que sirve de titulo ejecutivo es ilegal, por la misma razón la presente ejecución adolece de fundamento y carece de validez todo lo actuado desde el mandamiento de pago


� Oficio radicado el 6 de sep. de 2005 suscrito por el apoderado del actor  


� “de conformidad con lo estipulado en el art. 40 del decreto 2127 de 1945 y el articulo 2 de la ley 64 de 1946  me permito informarle que el contrato de trabajo suscrito con esta entidad no le será renovado a partir del 27 de mayo de 1994. 


Art. 40 “El contrato celebrado por tiempo indefinido o sin fijación de término alguno se entenderá pactado por seis (6) meses,


Art. 2 “A menos que las partes se reserven el derecho a terminarlo unilateralmente mediante aviso.


Art. 37  decreto 2127/45 modalidad de contrato para los trabajadores oficiales:” ….por tiempo determinado, por el tiempo que dure la realización de una obra o labor determinada, por tiempo indefinido o para ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio” .Art. 38  “el contrato celebrado por tiempo determinado deberá constar por escrito y su plazo no podrá exceder de cinco años, aunque sí es renovable indefinidamente” Los arts. 40 y 43 prescriben que el contrato a termino indefinido se entiende pactado por seis meses y prorrogado en las mismas condiciones y por periodos iguales  


� 13 de noviembre de 2008





PAGE  

[image: image1.jpg][image: image2.jpg][image: image3.jpg]O

CONTRALORIA

DE BOGOTA. D.C.



